
EI plazo máximo establecido para resolver este
procedimiento y notificarse la resolución es de seis
meses, desde la fecha del acuerdo de iniciación,
cuyo cómputo se podrá suspender o interrumpir en
los supuestos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas, y del Procedimiento Administrativo
Común, modificada por la Ley 4/1999 (B.O.E. n.º 12,
de 14-01-99). Transcurrido el mencionado plazo sin
haberse dictado la resolución y acreditado el primer
intento de notificación, se producirá la caducidad del
procedimiento.

Por lo que conforme a lo dispuesto en la Ley 30/
92 y en el R.D. 1398/93, anteriormente citados, se Ie
notifica cuanto antecede, advirtiéndole que, de no
efectuar alegaciones el en el referido pIazo de QUIN-
CE DIAS, o, si las eféctua y reconoce voluntariamen-
te su responsabilidad, la liciación podrá ser conside-
rada como Propuesta de Resolución, siendo la
Sanción propuesta de 150 € (CIENTO CINCUENTA
EUROS) e incautación del arma u objeto prohibido.

En la determinación de la cuantía de la sanción
propuesta se ha tenido en cuenta el principio de
proporcionalidad, especialmente la gravedad del
hecho por tratarse de una sustancia prohibida Ie gran
peligrosidad para la integridad física para las perso-
nas, según lo previsto en el art. 131.3 de la Ley 30/
1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y Procedimiento Administrativo Común,
antes citada.

Lo que se traslada para su conocimiento,
significándole que si desea hacer efectivo el importe
de la sanción antes de que se dicte Resolución del
Expediente, puede efectuar el pago en cualquier
entidad Bancaria, por lo que se adjunta el correspon-
diente impreso MODELO 069 de la Delegación de
Economía y Hacienda.

POSTERIORMENTE, DEBERA ENTREGAR EN
ESTA DELEGACION DE GOBIERNO LA CORRES-
PONDIENTE COPIA DE DICHA CARTA DE PAGO,
O SI LO PREFIERE LA PUEDE ENVIAR POR FAX
AL N.° 952672657.

En caso contrario podrá hacer efectivo el pago
una vez resuelto el procedimiento sancionador.

Notifíquese al interesado.

La Instructora del Expediente.

M.ª Dolores Padillo Rivademar.

DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN MELILLA

OFICINA DE EXTRANJEROS

739.- Vistos, la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de
Enero, sobre Derechos y Libertades de los Ex-
tranjeros en España y su integración social, refor-
mada por la Ley Orgánica n° 8/2000, de 22 de
diciembre, (BOE nºs 10 y 307, de fechas 12/01/00
y 23/12/00) y lor las también orgánicas 11 y 14/03
de 29 de septiembre y 13 de noviembre de 2003;
la ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, reformada
por las n° 4/99, de 13 de enero (BOE n° 12 de 14/
01/99) y la ley n° 6/97, de 14 de abril, de Organi-
zación y Funcionamiento de la Administración
General del Estado (BOE nº 90, de 15/04/97), y

CONSIDERANDO: Que esta Delegación del
Gobierno es competente en la materia de confor-
midad con el art. 55.2 de las leyes orgánicas 4 y
8/2000, 11 y 14/03 por las que se le atribuyen las
facultades sancionatorias de expulsión del territo-
rio nacional de ciudadanos extranjeros.

En virtud del artículo 59.5 de la ley 30/92 se
procede a publicar relación de ciudadanos extran-
jeros contra los que se ha instruido en la Oficina
de Extranjeros de Melilla expediente sancionador
de expulsión y que no han podido ser notificados.

En virtud de lo dispuesto en el art. 61 de la
misma ley, se procede a relacionar las personas
que se ven afectadas por los expedientes y a
informarles de que tienen a su disposición la
resolución íntegra en la Delegación del Gobierno,
Oficina de Extranjeros de esta ciudad.
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